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Sección Pr imera

E:KCUOS. SRES. :

D. Francisco Tomás y Valiente

D. Fernando Garcfa-Mon y

GonzáLez-Regueral

D.  , Iesús Leguina Vi11a

0?35106

Nt.Il[. DE REGISTRO: 6I/ 89

ASUNTO: Anparo promovj-do por

doña Karima Mohamed Amar.

SOBRE: Contra Sentencias

Juzgado de fnstrucclón

Orotava, condenatoria por

to de hurto y de la Audi

Provincial resolutoria

apel-ación.

Presunta v io laci

a r t .  24 .2  C .E .

de1

La

1 a -

c1a

1a

del

AUTO

I. AMTECEDENTES

1. Don Argimiro Vázquez Guil lén, Procurador de los Tfibuna-

les, en nombre y representación de doña Karima Mohame{ Amar,

por medio de escr i to presentado e1 11 de enero de 1989, I  inter-
pone recurso de amparo contra Sentencia de l-a Audiencia Provin-

c ia l  de Santa Cruz de Tener i fe  de 15 de d ic iembre de 1988,  ta-

cafda en eI  recurso de apelac ión ro11o 162,  d imanante de la

Causa n{rm. 39/97 del ,Juzgado de Instrucción nútm. I de La

Orotava; e igualmente contra la Sentencia de 21 de mayo de 1988

dictada en primera instancia por éste órgano judicial en el

mencionado procedimiento seguido por los trámites de Ia L.O.

10/80.  Dichas resoluc iones condenaron a Ia  recurrente,  como au-

tora de un deli to de hurto, a la pena de un mes y un dfa de

arresto mayor ,  accesor ias y  costas.

2,  La demanda se basa en los s igu ientes hechos:
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A.- Contra Ia demandante de amparo se siguió e1 Procedi-

miento Especial  de Ia L.  O. 10/80 ,  núm. 39 /  87 del  . Iuzgado de

Instrucción n(rm. I de La Orotava por un delito de hurt,o de mue-

bles y enseres que supuestamente contenfa un apart,amento en eI
que aquélla habfa vivido.

B.- El- procedlmiento penal tuvo su origen en una denuncia

formulada el 13 de enero de 1987 por comparecencia del supuesto
per jud icado,  don Emi l io  Sánchez OrELz,  €n fa  que se mani fes

por eI denunciante, "gue era propietario del apartamento núfn.

31 del  Edi f ic io  Cologan,  s l to  en la  ca l le  Cologan de Puer to

la Cruz, eu€ dicho apartamento fue alquilado en su dfa a1 lqa-

mado Bensalen Elnahi, siguiendose en su moment,o juicio de dds-

ahucio contra el- referido SL., que se tramlt,ó en el 'Juzgado

Distrito de Puerto de 1a Cruz, eü€ como consecuencia de di

l i t igio se ordenó eI lanzamj-ento de Ia viuda del Sr.

Llamada Kasima Mohamed Amar, Ia cual- en la actualidad reside

el  Puer to de Ia  Cruz en eI  ed i f lc io  Cologan,  d l  parecer  e

nútmero 309, y que antes de producirse dicho lanzamj-ento la

ferida entregó las l laves del apartamento del comparecien

el Juzgado de Distr i t ,o deI Puerto de la Cruz.

Que al- hacerse cargo eI dicente de Ia l lave del apartamfnto

en cuestión se personó en dicho apartament,o comprobando I con

sorpresa que hablan desaparecido todos 1os enseres que tenfb en

dicho apartamento conslstentes en dos camas individuales con

todo su serv ic io ,  l fnd mesi l la  de noche,  una mesa consola,  ur l

espejo de pared, lrr l  siI Ión y una si l la, una bombona de butano

y otros enseres propios de una casa con cuberüerla et,cét,era de

menor importancia y asf mismo observó daños en eI apartamento

como rotura de Loallero, portarrol lo de papel hj-giénlco, rotura

de un p lafón de luz. "

C.- Además de la refer ida denuncia,  durante Ia fase instruc-

tora y en eL ju ic io oraI ,  Ias únicas pruebas pract icadas por la

acusación fueron Ia aportación de un presupuesto de
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amueblamiento y equipamiento de un apartamento, de fecha 23 de

marzo de 1987 (es deci r  poster ior  a  Ia  demanda) ,  asf  como la

testi f ical del propio denunciante que rati f icó los extremos de

su denuncia.

D.- La recurrente, gue desde eI primer momento negó s

ticipación en los hechos, aportó como pruebas un testlmoni
ju ic io  de cognic ión núm. 152/85 del  Juzgado de Dis t r i

Puerto de la Cruz seguido contra su esposo, yd fa l lecido, yen

el- que l-a pretensión del actor era la resolución del co rafo

de arrendamiento por no uso del referido apartamento.

A1 testimonio se incorporaba: una di l igencia judicial

t,rega de l laves por parte de Ia denunciada; una prueba pe ic ia l

endfa

forma

refer ida a las caracterfst . icas del  apartamento;  se des
que el contrat,o de arrendamiento se habfa concert,ado

par-

de1

deI

en-

ta-

de

s t Í f i -

encon-

verbal ;  y se hacfa patente la existencia de un previo i

rio de muebles y enseres de1 apartamento arrendado aI es

la denunciada.

Durante l-a fase de1 juicio oral se practicó prueba

cal por declaración de una vecina de1 edif icio en que

traba el apartamento que afirmó que cuando Karima I{o Amar

abandonó 1a vivienda no se l levó consigo mobil iario alguno.

E.-  La Sentencia núrm. 38 de 1988 deI  Juzgado de Inst rucc ión

núm. 1 de La Orotava declara como hecho probado que con ante-

riorldad a la resolución del contrato de inquil inato e1 apart,a-

mento fue desalojado de cuantos enseres y mobil iario contenfa

"con la f inal idad de ser afectado al almacenaje de mercade-

r fas . . . " .  En  e l  Fundamen t ,o  Ju r ld i co  I  se  seña la  que  cons tando  a

la recurrente la ajenidad de los mismos tomó objetos muebles

con un va lor  super ior  a  t re j -n ta mi l  pesetas,  por  1o que,  consi -

derándola autora de un deli to de hurto, 1e imponfa un mes y un

dfa de arresto mayor
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F.-  Recurr ida Ia  Sentencia en apelac ión,  la  Sala de 1o Pena1

de Ia Audiencia Provincial de Santa Cruz de Tenerife confirmó

Ia resoluc ión de instanc ia expresando "que e l  ar t fcu lo 785,  pá-

rrafo 2e de Ia Ley de Enjuiciamj-ento Criminal atr ibuye al

instruct,or Ia f acultad de estj-mar o no Ia práctica de Ia

d i l lgencla de preexis tenc ia,  pero su negat iva a la  no r i -
zación, de acogerse como arbitrio judicial, f lo vale intet'pre-

tarlo como vulneración del artlculo 24,2 de 1a Constltucióü Es-

pañola. Por ello aI no aportar la parte recurrente

dios probatorios que desvlrtuen Ia apreciación de la inst

debemos desestimar el- motivo de impugnaclón. "

3. La demanda invoca la vulneración del derecho a 1

sunc ión  de  inocenc ia ,  reconoc idos  por  e I  a r t .  24 .2  C.E. ,

teresa se declare la nul-idad de Las Sentencias impugnadas

Por medj-o de Otrosf se solicita l-a suspensión de eJ  e -

cución de las resoluciones impugnadas, pues de l-o
perderfa su finalidad el amparo que se pretende.

trario

4.  La Sección Tercera de la  entonces Sala Segunda aco por

provj-dencia de 20 de febrero de 1989 abrir el- trámite

LOTC, poner de manif iesto Ia posible concurrencia de Ia

de inadmisibi l idad del  50. I  c)  LOTC y conceder al-  Fiscal

recurrente un plazo común de diez dfas para alegaciones.

EI Fj-sca1 en las suyas estj-ma que concurre eI motivo pro-

puesto puesto que hubo Ia actividad probatoria necesaria para

destruir  Ia presunción de inocencia.

La representac ión de Ia  recurrente no ha presentado escr i to

de a l -egacÍones.

re-
in-

I  s0 .3
causa

ya la
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rT. FUNDATIENTOS JURIDICOS

Unico. El- carácter de medio de prueba de las declaraciones

de los perjudicados por Ios delitos ha sj-do ampli-amente recono-

cido por Ia doctrina de este Tribunal (AATC. L2 y 26 de noviem-

bre  de  1986 ,  R .A .  S16 /86 ;  y  18  de  marzo  de  1987 ,  R .A .  1084  y

]-200 / 86 , entre ot,ros muchos ) . No puede, For t,anto, negarse la

existencia de actividad probatoria de cargro en el presente

caso, si como reconoce la actora, €1 denunciante compareció y

dio su versión de los hechos en eI ,Juicio oral.

Segun la demanda, en dicho acto, e1 supuesto perjudicado se

limitó a ratificar l-a denuncia formulada de Ia que no derivaba

la inputación directa de Los hechos a la promovente del amparo.

No obstante,  dadas las caracterfst icas de la sustracción, mobi-

l iario y enseres de un apartamento, no parece que pueda ex-

cluirse la deducción o prueba indiciaria que pernite Ia atri-

bución de la misma a quien era la inquil ina y ocupaba la vi-

v ienda. Y, aunque es c ier to que de ser asf  las resoluciones ju-

dicial-es deberfan haber hecho expllcito eI razonamiento, dicha

omisión no es suficiente para otorgar contenido const,itucional

a 1a demanda t,oda vez eu€, al margen de la existencia de esos

indiclos, hubo la práct,ica de una declaraclón del denunciante

en eI  ju ic io oral ,  y ésta act iv idad probator ia es suscept ib le

de destruir  Ia presunción " iur is tantum" en que consiste eI  de-

recho fundamental invocado. Como asf 1o entendió el órgano ju-

dic ia l ,  su resoluclón, luego conf l rmada, no puede decirse que

vulneró e1 derecho fundamental de Ia hoy recurrente, cuya de-

manda de amparo, carente de contenido constitucional debe ser

en consecuenci-a inadmitida.

Madrid, a

nueve.

veint, idos de mayo de ni l  novecientos ochenta y

1
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